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Bogotá, D.C., Treinta (30) de Marzo de dos mil nueve (2009)
OBJETO DE DECISION:
Resuelve la Sala lo concerniente a la solicitud de preclusión por muerte realizada por el Doctor Carlos Burdillo y sustentada por la Doctora Gloria Criales Vanegas, Fiscal 36 Delegada de la Unidad Nacional para la Justicia y la Paz
, en relación con el postulado JUAN DAVID BONILLA QUINCHIA, presunto integrante del Frente Isaza, Héroes del Prodigio de las Autodefensas del Magdalena Medio.
ACTUACIÓN  PROCESAL
1.- Mediante solicitud de audiencia de conocimiento
, el Fiscal 2° Delegado de la Unidad de Justicia y Paz informó que JUAN DAVID BONILLA QUINCHIA, identificado con la C.C. N° 1.036.221.172, integrante del Frente Isaza, Héroes del Prodigio Autodefensas del Magdalena Medio, quien manifestó su deseo de acogerse a los beneficios de la Ley 975 de 2005, falleció.

2. Dentro de la diligencia de la Audiencia pública programada por la Sala intervino la doctora Gloria Criales, Fiscal 36 Delegada de la Unidad Nacional de Fiscalía para la Justicia y la Paz, quien ratificó las circunstancias expuestas al momento de solicitar la preclusión por muerte y realizó una descripción de las circunstancias de tiempo, modo y lugar en que el desmovilizado JUAN DAVID BONILLA QUINCHIA falleció.

3.- De igual manera, que fue incluido en lista el 15 de agosto de 2006 y manifestó su voluntad de someterse a la Ley 975 de 2005, hecho que fue avalado por el Alto Comisionado de Paz, fecha en la cual fueron remitidos los listados por parte del Ministerio de Justicia a la Fiscalía, entidad que dio inicio al procedimiento con orden 001 del 16 de enero de 2007.
4.- La Doctora Claudia María Jiménez, en su condición de Procuradora Delegada, solicitó la preclusión de la investigación de conformidad con el artículo 331 de la Ley 906 de 2004, aplicable al caso concreto por virtud del principio de complementariedad contenido en el artículo 62 de la Ley 975 de 2005, en la medida que se muestra de acuerdo con los argumentos expuestos por la señora Fiscal.
CONSIDERACIONES  DE LA SALA

De la competencia para decidir
En reiterados pronunciamientos, la Corte Suprema de Justicia ha señalado que “Las facultades para excluir a una persona de la lista de postulados, así como ocurre con la de archivar unas diligencias o la de precluir un proceso que se tramita de acuerdo con la Ley 975, deben ser entendidas dentro del espíritu del Acto Legislativo 03 de 2002, razón por la cual resulta imperativo examinar las potestades de fiscales y Magistrados a la luz de la Ley 906 de 2004”
.
Quiere decir lo anterior que toda solicitud encaminada a obtener la preclusión de la investigación, independientemente del sujeto o interviniente procesal que la solicite, debe ser resuelta por los Magistrados de Justicia y Paz, con fundamento en el principio de complementariedad recogido por el artículo 62 de la Ley 975 de 2005, que autoriza la remisión para todo lo no dispuesto en tal normatividad a la Ley 782 de 2002 y el Código de Procedimiento Penal, entendiendo como tal, la Ley 906 de 2004.

Los anteriores argumentos constituyen el fundamento jurídico para asumir el conocimiento de la petición y tomar una decisión al respecto
Del caso Concreto
Cuando se verifica la comisión de una conducta punible, la facultad punitiva del Estado se pone en movimiento, a través del desarrollo de una serie de etapas procesales que culmina con la sentencia, luego de agotarse una investigación gestada por la Fiscalía General de la Nación. “De manera extraordinaria puede finalizar con preclusión de la investigación de concurrir alguna de las hipótesis contempladas en el artículo 332 de la ley 906 de 2004, pues ninguna justificación tendrá cursar todo el trámite, si se ha demostrado la imposibilidad de continuar con el ejercicio de la potestad punitiva”
.
La imposibilidad de iniciar o continuar el ejercicio de la acción penal, incluida como causal para que opere la preclusión, obedece a factores de carácter objetivo previstos por el artículo 77 de la Ley 906 y 82 del Código Penal y contemplan situaciones especiales que al verificarse, ponen fin a la actividad del Estado en lo que tiene que ver con la investigación y sanción de las conductas punibles.

Por tal razón y “dado que la responsabilidad penal es personal e indelegable, cuando se produce la muerte de una persona a quien se le atribuye la realización de uno o varios delitos, bien sea en forma individual o en coparticipación criminal, surge una circunstancia insuperable que impide al estado ejercer la potestad jurisdiccional de perseguir al presunto delincuente, sin que para estos efectos importe que se trate de asuntos que corresponden a la justicia ordinaria o transicional”
.
La solicitud de audiencia de conocimiento presentada por el Fiscal 2° de la Unidad Nacional Para la Justicia y la Paz, tiene como finalidad obtener un pronunciamiento que declare la preclusión de la investigación por muerte del postulado JUAN DAVID BONILLA QUINCHIA. Para el efecto, se allegaron suficientes elementos de juicio con los cuales se pudo establecer dicha circunstancia, en especial el certificado de defunción N° A2488130 y el registro civil de defunción con indicativo serial N° 05751866 del 6 de mayo de 2008 expedido por la Registraduría Nacional del Estado Civil, quien había manifestado su voluntad de someterse a la Ley 975 de 2005.

Una decisión en este sentido no está contemplada de manera taxativa dentro del cuerpo normativo de la Ley 975 de 2005, por ende y teniendo en cuenta que JUAN DAVID BONILLA QUINCHIA fue miembro de uno de los grupos armados organizados al margen de la ley existentes dentro del territorio colombiano y se encontraba postulado por el Gobierno Nacional para acceder a sus beneficios, por virtud del principio de complementariedad arriba mencionado, es dable aplicar el numeral 1° del artículo 332 de la ley 906 de 2004 que consagra la preclusión de la investigación, derivada de la imposibilidad de iniciar o continuar el ejercicio de la acción penal, atendiendo que una de las causales de extinción señaladas por el artículo 77 ídem y 82 del Código Penal es la muerte del procesado.

Con fundamento en lo expuesto y teniendo en cuenta que la actuación adelantada en contra del postulado fallecido se hallaba en una etapa pre-procesal, lo procedente será declarar la extinción de la acción penal por la muerte del postulado JUAN DAVID BONILLA QUINCHIA y en consecuencia, precluir la investigación que se venía gestando en contra del mismo al tenor de lo señalado por la Ley 975 de 2005 como autor o participe en los hechos conocidos y los que a futuro se logren establecer fueron cometidos durante y con ocasión de la pertenencia a esos grupos armados organizados al margen de la ley. Lo anterior se recalca, sin perjuicio de los derechos que le asisten a las víctimas.
Contra la presente decisión proceden los recursos de reposición y apelación. En firme la actuación, archívese de manera definitiva.
En mérito de lo expuesto la Sala de Justicia y Paz del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Bogotá, 
R E S U E L V E
PRIMERO: Extinguir la acción penal por muerte del postulado JUAN DAVID BONILLA QUINCHIA, identificado con cédula de ciudadanía número 1.036.221.172 de Puerto Triunfo (Antioquia) y en consecuencia precluir la investigación que se venía adelantando bajo las ritualidades propias de la Ley 975 de 2005, como autor o participe en los hechos conocidos y los que a futuro se logren establecer fueron cometidos durante y con ocasión de la pertenencia al Frente Isaza, Héroes del Prodigio, de las Autodefensas del Magdalena Medio o de cualquier otro frente, sin perjuicio de los derechos que le asisten a las víctimas.
Segundo: Contra esta decisión proceden los recursos de reposición y apelación

Tercero: Ejecutoriada la presente decisión, archívese la actuación de manera definitiva.

Notifíquese y Cúmplase
ULDI TERESA JIMÉNEZ LÓPEZ

EDUARDO CASTELLANOS ROSO
De permiso
LESTER MARÍA GONZÁLEZ ROMERO
� Folio 01 c.o. 01


� Folio 02 c.o.


� C.S.J. Radicados 28492, M.P. Yesid Ramírez Bastidas y 30998, M.P. Sigifredo Espinosa Pérez


� C.S.J, Radicado 27873, M.P. Julio Enrique Socha Salamanca


� C.S.J., Ibídem.
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